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Cintrón Cintrón, Jueza Ponente. 

 
 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

Comparece United Surety & Indemnity Company (en adelante, 

USIC o la peticionaria) y solicita la revisión de la Resolución dictada 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (en 

adelante, TPI), el 29 de marzo de 2021. Mediante esta, el TPI declaró 

No Ha Lugar, por tardía, la solicitud de sentencia sumaria 

presentada por la peticionaria. 

Por considerar que el TPI actuó dentro del marco de su 

discreción, denegamos expedir el auto de certiorari solicitado.  

I. 

El 30 de septiembre de 2009, Yabucoa Volunteers of America 

Elderly Housing, Inc. (en adelante, YVOA o recurrida) y Sun Com 

Construction Group otorgaron un contrato de construcción para un 

proyecto de hospedaje para envejecientes. La compañía aseguradora 

USIC expidió a favor de YVOA una fianza intitulada “Performance-

Payment Bond” para dicho proyecto.   
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Transcurrido el tiempo, y luego de varias gestiones, en octubre 

de 2013, USIC presentó una demanda sobre sentencia declaratoria 

contra YVOA y otros. En esencia, solicitó al TPI que emitiera una 

sentencia declarando que, a la luz de las actuaciones irrazonables, 

temerarias y de mala fe por parte de YVOA, había sido liberada de 

sus responsabilidades bajo la fianza de cumplimiento emitida para 

la construcción del proyecto concernido.  

En lo pertinente al recurso ante nos, el 29 de enero de 2016, 

YVOA contestó la demanda y en esencia negó las alegaciones. A su 

vez, presentó una Reconvención en la cual alegó que USIC incumplió 

con los términos de la fianza emitida a su favor e invocó su derecho 

a resolver el acuerdo y recuperar los daños.  Añadió que USIC era 

responsable de la diferencia entre la cantidad original del contrato 

de construcción y la cantidad que le costaría completar el trabajo.  

Además, adujo que debía ser indemnizado por razón de los daños 

sufridos debido a la intransigencia de USIC.  

Tras múltiples incidentes procesales, el 14 de octubre de 

2020, USIC presentó una Moción de Sentencia Sumaria.1 En síntesis, 

alegó que, al no existir hechos esenciales en controversia, procedía 

adjudicar la demanda sumariamente. Particularizó que el TPI debía 

resolver si la actuación de YVOA, al demoler la obra afianzada y 

utilizar los fondos remanentes del proyecto para construir una obra 

distinta, sin su consentimiento, la liberaba de toda obligación bajo 

el contrato.  Asimismo, requirió al foro primario que desestimara la 

reconvención interpuesta por YVOA.  En su escrito, USIC anejó 17 

documentos.  Incluyó informes periciales, costos de demolición, 

fotografías, estados financieros, entre otros.2  

 
1 Apéndice del recurso, págs. 637-652. 
2 Dichos documentos no fueron incluidos al apéndice del recurso bajo nuestra 

consideración. Íd., pág. 652. 
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El 20 de octubre de 2020, el TPI emitió una Orden de 

Señalamiento y Manejo de Vista en su Fondo mediante 

Videoconferencia.  A través de esta, pautó la vista en su fondo del 

caso para los días 27, 28, 29 y 30 de abril, 4 5, 6, 7, 13 y 14 de 

mayo, todos de 2021. Además, en ánimo de organizar el manejo de 

los procedimientos, citó a las partes a una vista procesal a 

celebrarse el pasado 31 de marzo de 2021. 

En su oposición, YVOA arguyó que la moción de sentencia 

sumaria no procedía, toda vez que USIC la presentó luego de 

terminado el descubrimiento de prueba, sometidos los reportes 

periciales y acordado el informe de conferencia con antelación a 

juicio.  Sostuvo que la moción de USIC debía ser desestimada por 

que se basó en argumentos y controversias nunca alegadas; el 

argumento medular de dicha moción fracasaba en sus méritos y un 

gran número de los anejos en apoyo de los hechos materiales 

incontrovertidos eran impertinentes para la resolución de la moción 

o eran inadmisibles por no ser debidamente autenticados. Las 

partes presentaron múltiples mociones con relación a la solicitud de 

sentencia sumaria, siendo la última una Tríplica de USIC a Dúplica 

de YVOA incoada el 5 de marzo de 2021. 

Así las cosas, el 25 de marzo de 2021 se presentó un Informe 

de Conferencia con Antelación al Juicio Enmendado.3 En este 

documento, USIC esbozó que, aunque el descubrimiento de prueba 

ya se había dado por culminado, entendía que el TPI debía ordenarle 

a YVOA producir cierta carta fechada 10 de febrero de 2016.  Al 

respecto, alegó que ese documento era medular e indispensable a la 

controversia del caso, toda vez que contenía aseveraciones de YVOA 

que la liberarían de responsabilidad frente a esta.   

 
3 El original se presentó en septiembre de 2019.  Íd., págs. 552-636. 
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Por su parte, YVOA se opuso a la solicitud de producción de 

la referida carta, por tardía. Esgrimió que USIC tuvo tiempo 

suficiente para indagar sobre la misiva y hacer todo el 

descubrimiento de prueba que hubiera deseado.  Además, arguyó 

que no se oponía a producirla en la actualidad siempre y cuando 

ello no fuera una excusa para reabrir el descubrimiento de prueba.  

Destacó que el caso de autos inició en el 2013 y está listo para la 

celebración del juicio en su fondo, el cual, a su entender, no debía 

detenerse por controversias misceláneas como las que pretendía 

presentar USIC.  

Tras evaluar los escritos de las partes, el TPI dictó la 

Resolución bajo nuestra consideración.  En ella concluyó que a la 

fecha en que se radicó la moción de sentencia sumaria de USIC ya 

se había finalizado el descubrimiento de prueba y había 

transcurrido el término dispuesto en la Regla 36.1 de Procedimiento 

Civil, infra.  Por tal razón, en el ejercicio de su discreción, denegó de 

plano la solicitud para disponer sumariamente del proceso de 

epígrafe.  

Insatisfecha, el 5 de abril de 2021, USIC acudió ante nos 

mediante recurso de certiorari y formuló el siguiente señalamiento 

de error:  

Erró el TPI rechazar, de manera automática, atender los 

méritos de la moción de sentencia sumaria presentada 
por USIC bajo el único fundamento de que fue incoada 
fuera del término de 30 días que dispone la Regla 36.1 
de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.1.  
 

El 14 de abril de 2021, YVOA solicitó la desestimación del 

recurso, bajo el fundamento de que la peticionaria incumplió con la 

Regla 34 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 34.  Alegó 

que USIC no incluyó ciertos documentos esenciales para que este 

Honorable Tribunal pueda evaluar las circunstancias del caso y su 

estado procesal al momento en que se radicó la solicitud de 

sentencia sumaria. Añadió que, al USIC omitir estos documentos, 
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presentó un récord incompleto, creando una impresión falsa. 

Sostuvo que dichos legajos demuestran sin lugar a duda que USIC 

incoó la moción de sentencia sumaria tardíamente. Puntualizó que 

antes de la fecha en que se radicó la moción concernida, el juicio 

había sido señalado y suspendido por la pandemia del COVID-19. 

II. 

A 

La Regla 36 de Procedimiento Civil regula el mecanismo 

extraordinario y discrecional de la sentencia sumaria. 32 LPRA, Ap. 

V, R. 36.  El propósito principal de este mecanismo procesal es 

propiciar la solución justa, rápida y económica de litigios civiles que 

no presentan controversias genuinas de hechos materiales, por lo 

que puede prescindirse del juicio plenario. Meléndez González v. M. 

Cuebas, 193 DPR 100, 109 (2015); SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013).   

En lo concerniente, la Regla 36.1 de Procedimiento Civil 

estatuye el momento en que se puede presentar una solicitud de 

sentencia sumaria:  

Una parte que solicite un remedio podrá, en cualquier 
momento después de haber transcurrido veinte (20) días 
a partir de la fecha en que se emplaza a la parte 
demandada, o después que la parte contraria le haya 
notificado una moción de sentencia sumaria, pero no 
más tarde de los treinta (30) días siguientes a la 
fecha límite establecida por el tribunal para 

concluir el descubrimiento de prueba, presentar una 
moción fundada en declaraciones juradas o en aquella 
evidencia que demuestre la inexistencia de una 
controversia sustancial de hechos esenciales y 
pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia 
sumariamente a su favor sobre la totalidad o cualquier 
parte de la reclamación solicitada. (Énfasis nuestro).  

 

Así, la parte que requiera un remedio tiene un máximo de 30 

días luego de haber culminado el descubrimiento de prueba para 

instar una solicitud de sentencia sumaria. No obstante, la Regla 

68.2 de Procedimiento Civil permite que el mencionado término sea 
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prorrogado en el ejercicio de la discreción judicial, siempre que 

exista justa causa.4  

B 

De otro lado, el recurso de certiorari es un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un foro inferior”.  800 Ponce de León v. AIG, 

2020 TSPR 104, 205 DPR __ (2020).  Como se sabe, la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, dispone taxativamente 

los asuntos que podemos atender mediante el referido recurso, entre 

los cuales se encuentra la denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo.  Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en 

estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 

su decisión. Véase, además, Scotiabank v. ZAF Corp. et al., 202 DPR 

478 (2019). 

Sin embargo, la discreción del tribunal apelativo en este 

aspecto no opera en un vacío. Mun. de Caguas v. JRO 

Construction, 201 DPR 703, 712 (2019). La Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, bosqueja los 

criterios que se deben tomar en consideración al justipreciar si 

procede expedir un auto de certiorari. Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 

a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

 

 
4 Sabido es que lo que constituye justa causa depende de las circunstancias del 

caso.  Este requisito excluye justificaciones ambiguas, excusas o planteamientos 

estereotipados. Se cumple con dicho requisito por medio de explicaciones 
concretas y particulares, debidamente evidenciadas y que le permitan a un 

tribunal concluir que la tardanza o demora ocurrió razonablemente por 

circunstancias especiales.  Véase, Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., 150 DPR 560, 565 

(2000).   
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(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración. 

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. 

En Citibank et al. v. ACBI et al., 200 DPR 724, 735-736 (2018), 

nuestro Tribunal Supremo abordó nuevamente la norma 

relacionada a la discreción judicial.  Al respecto, definió “la 

discreción que tiene un tribunal de justicia” como la facultad que 

tiene dicho foro para resolver de una forma u otra, o de escoger entre 

varios cursos de acción. García López y otros v. E.L.A., 185 DPR 371 

(2012); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  La discreción que 

cobija al Tribunal de Primera Instancia en sus determinaciones 

discrecionales es amplia, por lo que sus decisiones merecen gran 

deferencia.  Lo anterior, toda vez que es el foro primario quien conoce 

las particularidades del caso, tiene el contacto con los litigantes y 

examina la prueba presentada por éstos.  Mejías et al. v. Carrasquillo 

et al., 185 DPR 288, 306–307 (2012); García v. Asociación, supra, 

pág. 320.  

Por tanto, es norma reiterada que los tribunales apelativos no 

deben intervenir con determinaciones emitidas por el foro primario 

y sustituir el criterio utilizado por éste en el ejercicio de su 

discreción, salvo que se pruebe que actuó con prejuicio o parcialidad 

o incurrió en craso abuso de discreción o en error manifiesto. Ramos 

Milano v. Wal-Mart, 168 DPR 112, 121 (2006).  Un tribunal puede 

incurrir en abuso de discreción cuando el juez: ignora sin 

fundamento algún hecho material; cuando le concede demasiado 

peso a un hecho inmaterial y funda su decisión principalmente en 
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ese hecho irrelevante, o cuando éste, a pesar de examinar todos los 

hechos del caso, hace un análisis liviano y la determinación resulta 

irrazonable. Pueblo v. Custodio Colón, 192 DPR 567, 588–589 (2015). 

III. 

En el presente caso, la peticionaria arguye que el TPI abusó 

de su discreción al emitir la decisión impugnada por los siguientes 

fundamentos: (1) ninguna parte ha evidenciado cuando concluyó el 

descubrimiento de prueba y (2) no tomó en cuenta que la solicitud 

de sentencia sumaria se basó en prueba documental tardíamente 

producida por la recurrida.  Así, nos toca determinar si el foro 

primario se excedió en el ejercicio de su discreción al denegar la 

moción de sentencia sumaria bajo el fundamento de que fue 

presentada de forma tardía. 

En su escrito, la peticionaria razona que el término provisto 

por la Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra, no es jurisdiccional. 

Esboza que acreditó justa causa a cualquier demora que haya 

podido incurrir al explicar en la moción de sentencia sumaria y en 

su réplica a la oposición de la recurrida, que la presentación de 

dicha moción se debía a que, en etapas avanzadas del caso, la 

recurrida le notificó por primera vez prueba que la liberaba de 

cualquier obligación bajo el contrato de fianza. No le asiste la razón. 

Según expuesto, la Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra, 

le provee a una parte hasta 30 días a partir de la culminación del 

descubrimiento de prueba para presentar una solicitud de sentencia 

sumaria. Ciertamente, el término no es de índole jurisdiccional, por 

lo que, según la Regla 68.2 de Procedimiento Civil, supra, si se 

acredita justa causa, el foro a quo podría prorrogarlo.  

Con lo anterior en mente, es importante evaluar el estado 

procesal del caso en el momento en que la peticionaria presentó su 

solicitud de sentencia sumaria con el propósito de analizar si fue 

tardía.  
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Según surge del expediente, específicamente del Informe en 

Preparación para la Conferencia con Antelación a Juicio, desde 

septiembre de 2019 la peticionaria afirmó que el Tribunal había 

dado por terminado el descubrimiento de prueba.  Nótese que el 

presente pleito lleva más de siete (7) años litigándose y ya el TPI fijó 

el calendario para el manejo del caso, incluyendo las fechas para la 

celebración del juicio en su fondo mediante videoconferencia.5 

Si bien de los documentos anejados por la peticionaria a su 

recurso no surge con exactitud cuándo el TPI dio por terminado el 

descubrimiento de prueba, es evidente que las partes así lo 

aceptaron en sus diversos escritos. Sin embargo, la peticionaria 

presentó su solicitud de sentencia sumaria en octubre de 2020.  

Ello, bajo el fundamento de que advino en conocimiento en etapas 

avanzadas del caso de cierta prueba que no fue entregada por la 

recurrida durante el descubrimiento de prueba, la cual 

alegadamente le favorecía.  

Evaluados los documentos presentados, y el derecho 

aplicable, resolvemos que no abusó de su discreción el TPI al 

declarar no ha lugar la petición de sentencia sumaria.  Resulta claro 

que la misma era tardía y dar paso a ella retrasaría los 

procedimientos ya calendarizados por el juzgador de los hechos. 

Ante ello, no hallamos razón alguna para intervenir con tal 

determinación en esta etapa del caso, a pocos días de comenzar el 

juicio.    

En fin, no resulta irrazonable ni arbitraria la determinación 

del TPI de no adjudicar, ni considerar la solicitud de sentencia 

sumaria presentada por la peticionaria fuera del término 

correspondiente y carente de justa causa. Lo más sensato es 

continuar con el trámite ordinario del caso, el cual evidentemente se 

 
5 Apéndice del recurso, págs. 654-658. 
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ha visto afectado por la pandemia del COVID-19. No procede la 

expedición del auto solicitado.  Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra, y Regla 40 de nuestro Reglamento de Apelaciones, supra.   

IV. 

Por las consideraciones que preceden, primeramente, 

declaramos no ha lugar la moción de desestimación incoada por 

YVOA. De otra parte, denegamos la expedición del auto de certiorari 

solicitado.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


